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Resumen: El ciclo sistémico de drogas ilícitas en Colombia es un flagelo que ha impactado 

directamente en el comportamiento de los actores sociales en el país; en muchas ocasiones, en 

detrimento del desarrollo y la afectación de los Derechos Humanos. Este trabajo está orientado a 

determinar el impacto causado por el narcotráfico en Colombia entre los años 2002 y 2010 en el 

ámbito social, y su relación de afectación a los Derechos Humanos; vinculando los programas para 

la protección de los derechos civiles y ambientales de la población vulnerable al entorno del 

narcotráfico dentro de la política de defensa y seguridad democrática; además, el establecimiento 

de las áreas de mayor afectación a la población civil y finalmente, el análisis del comportamiento 

de la producción y las incautaciones de cocaína en este mismo lapso de tiempo, implicando los 

derechos civiles y ambientales en las áreas de mayor incidencia. 
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“Todo tiene o un precio o una dignidad. Lo que tiene un precio 

puede ser sustituido por otra cosa como equivalente; en cambio, lo 

que se halla por encima de todo precio y, por tanto, no admite 

equivalente, posee dignidad” (McCrudden, 2008) 

 

I. Introducción  

El narcotráfico en Colombia ha sido una actividad ilícita que ha generado consecuencias 

negativas para un desarrollo social adecuado, siendo su neutralización y control un reto del Estado 

en las últimas décadas. En la lucha contra esta criminalidad se ha dado paso a la implementación 

de diferentes políticas llevadas a cabo como estrategias en la búsqueda de la interrupción del ciclo 

sistémico de las drogas ilícitas, en adelante CSDI y que conlleven a la disminución de la afectación 

a los Derechos Humanos en la sociedad colombiana (Acosta & Pérez, 2017). 

Esta modalidad criminal ha marcado la historia de Colombia como una de las más trágicas, 

al haberse convertido en la fuente principal de vulneración de Derechos Humanos y de 

transgresión a bienes jurídicos. Es por esto, por lo que a lo largo de los años ha sido una tarea del 

Estado y especialmente de su Jefe de Gobierno, la conformación de una política apta para atacar 

esta problemática en su origen y en sus consecuencias. 

El presente artículo se suscribe al estudio del narcotráfico desde un marco conceptual y 

cuáles son los comportamientos que quedan abarcados en su ejecución, determinar cuáles 

conductas llevan implícita una reconvención desde el punto de vista jurídico, abarcar el estudio 

de su origen, en la medida en que esto permite obtener una perspectiva más general de la 

problemática; así mismo, ser objetivos en cuanto al desarrollo o evolución que a lo largo del 

tiempo se ha tenido en la materia. 

Posteriormente, con el análisis contextual del narcotráfico, se hace referencia al período 

que va desde el año 2002 al 2010, bajo el mandato del expresidente Álvaro Uribe Vélez, con el 

fin de determinar el impacto que en el ámbito social ha causado en lo que respecta a la relación de 

afectación a los Derechos Humanos y al desprecio del ordenamiento jurídico, al igual que su 

incidencia en la vida política del país 

Finalmente, en el desenlace del artículo se referencia el marco legal desarrollado en 

Colombia, desde los inicios de esta actividad ilícita de manera que sea posible cumplir a cabalidad 

con los objetivos de establecer los programas para la protección de los derechos civiles y 



ambientales de la población vulnerable al narcotráfico dentro de la política de seguridad 

democrática, así como las áreas de mayor afectación a la población civil impactadas por el 

narcotráfico y el análisis del comportamiento de la producción e incautaciones de cocaína,  en ese 

sentido, poder entrever la suspicacia de las instituciones estatales y sus operadores, en la lucha 

contra la criminalidad  (Súarez, 2010). 

II. Metodología 

En la medida en que se analiza la problemática criminal desde sus causas y sus efectos, se 

acudirá al auxilio de la ciencia de la sociología criminal, entendida ésta según la investigación 

científica del delito como un fenómeno real. Para satisfacer el estudio que abarca las acciones 

emprendidas por el Estado colombiano desde la perspectiva de la política de seguridad 

democrática, se interpreta una ciencia aplicada denominada política criminal, que se encarga de 

establecer el conjunto ordenado de principios en virtud de los cuales se adelanta la lucha contra el 

crimen (Liszt, 1893, pág. 4). 

Finalmente, para asegurar el estudio integral y el estudio de la normatividad vigente se 

realizará teniendo como eje central del análisis jurisprudencial; todo lo anterior se realizará 

aplicando un método de investigación lógico deductivo sobre los hechos y un método causal 

explicativo en lo que versa sobre las normas. 

III. Estado del Arte 

A pesar que este artículo se suscribe específicamente al impacto social, político y 

normativo del narcotráfico en Colombia y la afectación de los Derechos Humanos entre los años 

2002 y 2010, se debe considerar cómo surge esta forma de delincuencia organizada en Colombia, 

a través de qué acciones se desarrolló, cuáles fueron sus principales actores, la porción territorial 

mayormente afectada y cómo se pretendió desde entonces contrarrestar sus efectos partiendo de 

la estrategia del Estado contra las drogas ilícitas.  

Por lo anterior, en este acápite se iniciará con el estudio, partiendo del origen de esta 

problemática social en el plano nacional e internacional, la explicación de la conformación de las 

fases entendidas como el ciclo sistémico de las drogas, para luego aterrizarlo en lo que 

específicamente conforma el objeto de este artículo (Acosta & Pérez, 2017). 



Albert Niemann en 1860 a través de procesos químicos logró separar el alcaloide principal 

la cocaína, su consumo se diseminó con facilidad en varios planos como el terapéutico, alcanzando 

prestigio social y científico (Husein, 2012). En el siglo XIX aparecieron algunas voces 

discordantes que sostenían que la cocaína era un narcótico comparable con el opio (Fernandez, 

2002). Hasta 1961 Colombia no era un exportador de drogas ilegales y no había restricciones 

legales al comercio y transporte de la sustancia. Más adelante con el inicio de las restricciones y 

el afianzamiento de los cultivos se obliga a crear los primeros controles sobre el tráfico (Thoumi, 

2009). 

La actividad de cultivos ilícitos es llevada a cabo regularmente por campesinos y colonos, 

quienes ofrecen su tierra con el propósito de emplearla para cultivar marihuana, hoja de coca o 

amapola; estas tierras son cuidadas por los mismos campesinos, quienes se encargan de recolectar 

la cosecha del cultivo con su familia y allegados, la cual es entregada al narcotraficante que lidera 

esta fracción de la organización. En otras regiones a la manera de la economía feudal, el campesino 

recibe en usufructo o calidad de concesión temporal, una tierra para que la cultive y entregue 

posteriormente la cosecha (Krauthausen & Sarmiento, 1991). 

El narcotráfico en Colombia ha tenido su impacto en tres etapas históricas. Inicialmente 

para la década de los setenta comenzó con la marihuana, la que conllevó a una importante 

desestabilización del orden social colombiano, construyendo la cultura de la mafia, por lo que 

manifiesta la corrupción como acción connatural del narcotráfico (García, 2013). Posteriormente, 

en los años ochenta llegó el impacto de la cocaína, se da la producción y procesamiento de la hoja 

de coca, empezaron a implementar rutas de transporte para el tráfico de estupefacientes y 

sustancias sicotrópicas hacia otros países principalmente Estados Unidos. Finalmente, la tercera 

etapa se basó en el negocio de la amapola y la producción de narcóticos que aumentaron la mafia 

colombiana (Echeverry, 1998). 

En las últimas décadas se manifestaron varios actores relacionados con la problemática 

social del narcotráfico y la afectación a la nación a saber, el cartel de Medellín y de Cali, que si 

bien concluyó un ciclo con las desaparición de Pablo Escobar Gaviria y las capturas de Miguel y 

Gilberto Rodríguez Orejuela, continuaron con su estructura económica ilegal y “militar”, en virtud 

de la solvencia de la empresa ilegal debido a los impresionantes ingresos derivados del narcotráfico 



y en los siguientes periodos, manteniéndose como dinamizador dentro del Ciclo Sistémico de las 

Drogas Ilícitas  (Pereira, 2010).  

En el periodo del alcance de este trabajo, los actores más preponderantes fueron las FARC 

y el ELN, quienes en la búsqueda del mantenimiento de su aparato criminal y de afectación social, 

mantuvieron un permanente vínculo con las actividades del narcotráfico, siendo los principales 

generadores de afectaciones sociales como el desplazamiento forzado, secuestros, homicidios 

selectivos, reclutamiento de menores enmarcados en una narco cultura desarrollada en las áreas de 

mayor presencia de estas estructuras delictivas, evidenciándose igualmente la injerencia política 

en algunas poblaciones en donde existía el cogobierno por parte de las FARC (Rodríguez, 2004). 

Vistos los panoramas político, económico, social en el que se originó y desarrolló el 

narcotráfico en Colombia, se emiten líneas precedentes a la exposición del impacto de este 

negocio de drogas ilícitas en el período que va del año 2002 al 2010, a través de la formulación 

de un marco conceptual, contextual y legal. 

 

IV. Marco Conceptual 

Para efectos de comprender con mayor profundidad la problemática del narcotráfico, se 

hace necesario traer a colación el concepto del mismo, a fin de desglosar los elementos o conductas 

que lo componen. De la misma manera, en este acápite se referencia al narcoterrorismo por haber 

sido una figura consecuente de la primera en mención.  

El narcotráfico debe ser analizado como una forma de acumulación mercantil y no como una 

simple conducta parasitaria. En efecto, aun cuando sea producto de una forma criminalidad 

organizada, la economía de la droga no deja de estar sometida a los imperativos de valorización 

propios al intercambio mercantil. Es un proceso de producción en donde se efectúan avances en 

capital y en trabajo para producir mercancías con el objeto de venderlas en un mercado y obtener 

una ganancia (Uprimny,1999, p.33). 

De esta definición es posible señalar unos criterios que permiten observar de manera más 

concreta el significado, como el hecho que se trata de una conducta revestida de ilicitud, que es 

considerada una forma de criminalidad organizada, y que se da bajo el principio de oferta y 

demanda mercantil. 



La Dirección Nacional de Estupefaciente define el narcotráfico como “la actividad ilícita 

de producir, transportar o vender drogas ilícitas o las sustancias que se utilizan para producirlas”. 

Entre las cuales se encuentra la marihuana, la cocaína y la heroína como las más traficadas de 

Colombia hacia el mundo (Pereira, 2010). Las acciones por las cuales los agentes asociados al 

narcotráfico envisten a la sociedad con el fin de causar temor y lograr sus objetivos criminales, se 

pueden determinar en el concepto en donde el uso pre programado de la fuerza, busca generar 

angustia y una sensación de perturbación generalizada con el propósito que este grupo ejerza 

presión para que el Estado acceda a demandas (Torrijos, 1997). 

Al entender el fenómeno en términos de la economía de las drogas, se puede efectuar una 

analogía con los ciclos sistémicos de acumulación que se entenderá de ahora en adelante como 

CSA (Arrighi, 2009). Siendo así, el CSA unidades de análisis histórico comparativas que 

representan etapas particulares del desarrollo del sistema capitalista, bajo las teorías de la 

expansión financiera de Braudel, la reproducción de capital de Marx y el concepto de hegemonía 

mundial de Gramsci (Padilla, 2013). El ciclo sistémico de las drogas está asociado al análisis y 

entendimiento del fenómeno desde su margen histórico y también relacionado a los diferentes 

eslabones que constituyen las fases desde la producción hasta el lavado de activos, en los que 

perfectamente encajan las teorías de sustentación del CSA, ya que el negocio de las drogas ilícitas 

ha permitido una expansión financiera principalmente en los mercados de consumo, sin embargo 

su alta rentabilidad logra un elevado retorno monetario para cada uno de los eslabones de la cadena 

de las drogas ilícitas. 

En la cátedra proceso político colombiano, el profesor Néstor Rosania explica el carácter 

social de las drogas ilícitas y expone que hay que entender el mundo de las drogas ilícitas como 

una cadena de varios eslabones, iniciando por el proceso de producción enmarcado en los cultivos 

y la afectación a los pequeños agricultores y comunidades indígenas, seguido de la 

comercialización de las sustancias estupefacientes, pasando por los factores de seguridad en cada 

etapa y finalmente el retorno a través del lavado de activos.  

El eslabón inicial está relacionado a los cultivos ilícitos que se desarrolla en tres variables; 

la primera que en un mundo agrario se desarrolla en el campo con un sembrado común y una planta 

como cualquiera; el segundo que tiene un fondo social, en especial el tema de los recolectores de 

hoja de coca, que nacen y mueren en  la pobreza “los campesinos se han visto obligados a emigrar, 



abandonar sus tierras y a mudar sus tipos de cultivos, pasando a ser parte de la fuerza de trabajo 

necesaria para la producción de la cocaína, convirtiéndose en raspachines” (Castellanos, 2016, 

p.28). 

La última variable del eslabón de producción, está relacionada al impacto ambiental, los 

daños al medio ambiente casi irreversibles tanto por las talas indiscriminadas para abrir los campos 

para el cultivo, como por las fumigaciones con químicos que buscan su erradicación “La 

deforestación ha estado asociada a diferentes factores, entre ellos el desplazamiento, los cultivos 

de coca y la minería criminal; estos dos últimos renglones son fuente de financiación de grupos 

insurgentes” (Morales, 2017, p.9).  

En concordancia con las herramientas utilizadas en el periodo evaluado para confrontar la 

lucha contra el narcotráfico y garantizar los Derechos Humanos de la nación, el gobierno del 

expresidente Álvaro Uribe Vélez adoptó una política que permitiera retomar las acciones del 

Estado en su función principal de darle garantías a la población y recuperar la confianza en los 

ámbitos interno y externo, a través de la Política de Defensa y Seguridad Democrática. El objetivo 

general de esta política era reforzar y garantizar el Estado de Derecho en todo el territorio, 

mediante el fortalecimiento de la autoridad democrática, del libre ejercicio de la autoridad de las 

instituciones, del imperio de la ley y de la participación activa de los ciudadanos en los asuntos de 

interés común. Entendiéndose que mediante ese “fortalecimiento de la autoridad democrática” se 

genere una mayor participación ciudadana y se genere una mayor seguridad al ciudadano y la 

democracia por parte del Estado, fundamentadas en tres pilares (Isacson, 2010). 

Aunque en estos fundamentos de la Seguridad Democrática quedase claro especialmente 

que se respetarían los derechos de todos los ciudadanos, la pluralidad y la solidaridad, se 

empezaron a trazar líneas de acción ante las conocidas amenazas que ponían en riesgo la nación, 

la democracia y la ciudadanía, el terrorismo, el negocio de las drogas ilícitas, las finanzas ilícitas, 

tráfico de armas, homicidios y el secuestro y la extorsión (Pachón, 2009). 

 

V. Marco Contextual 

 

El Flagelo del narcotráfico trae consigo afectaciones sociales, económicas, políticas, y 

sociales, además de incitar a los jóvenes a sumarse en estas organizaciones donde el dinero fácil 



al menor esfuerzo son características relevantes, traduciéndose esto en un alto número de 

desertores escolares, de población activa desempleada y de homicidios en edades tempranas, 

vulnerando los derechos esenciales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona, la igualdad 

de derechos, que conllevan a la promoción del progreso social y enaltecen el nivel de vida en la 

esencia de una nación más desarrollada, evidenciándose en la afectación al derecho a la educación.  

 

Durante el periodo 2002-2007, las edades más vulnerables, comprenden las etapas 

escolares medias y superiores; en la primera, hay aumento tanto en zonas rurales como urbanas de 

4,9% a 5,1%; y en la segunda, se hay un descenso en las zonas rurales de 9,4% a 8% y un descenso 

más leve en las zonas urbanas de 6,3% a 5,8% (Piñeros, 2010). Los índices de las tasas de deserción 

escolar, se deben a dos variables; en las zonas rurales hubo descensos debido a las actuaciones de 

la Fuerza Pública sobre los cultivadores de la hoja de coca y la destrucción de laboratorios de base 

de coca, en las que la participación de jóvenes en edad estudiantil media y superior era alta. Por 

otra parte, el leve descenso de las tasas en zonas urbanas se debe al cambio de táctica del negocio 

de la droga el cual pasó a estar en las ciudades para aumentar el microtráfico. 

 

En la Administración de Álvaro Uribe se alcanzaron varios logros con el fin de garantizar 

el derecho a la educación por encima de la presencia de actores desestabilizantes de la sociedad 

enmarcados en el narcotráfico; es así, como  durante el periodo 2002-2009, se efectúo más oferta 

de educación en todos los niveles, pasando de 75.7% a 90.8%; la atención a poblaciones 

vulnerables, atendiendo a casi 650.000 personas en todas las edades; la educación de calidad con 

referentes internacionales, el aseguramiento de calidad en educación superior, la mejora de 

infraestructura escolar con inversiones con un valor de $571.023 millones, alcanzando el 87% de 

la matrícula en 2010; la selección y evaluación de docentes por mérito, la gestión del sector 

modernizada y fortalecida y la gestión participativa (Ministerio de Educación, 2010). 

 

Económicamente, el negocio del narcotráfico es altamente rentable, en 1999 el aporte al 

Producto Interno Bruto (PIB) del país era del 0,9% y para el 2009 se redujo hasta el 0,3% una cifra 

para nada despreciable, entendiendo que enriquece en un corto lapso de tiempo a un número 

reducido de persona y ayuda económicamente a familias de escasos recursos; es así, como los jefes 

y los primeros en los escalafones de la organización son los que acumulan una mayor cantidad de 



dinero, mientras que los cultivadores, productores y expendedores, ganan una relación 

diferencialmente menor, invertidas para el sostenimiento (Rocha, 2011). Lo anterior evidencia que, 

a través de la política contra las drogas ilícitas basada en la política de seguridad democrática, 

permitió lograr una reducción en la economía criminal, afectada por la reducción de cultivos, 

incautaciones tanto en el territorio, en altamar y en los países con los que se mantienen tratados de 

cooperación, sumado a la afectación del manejo de lavado de activos. 

Otros dos ámbitos de afectación del narcotráfico son la salud pública desde dos 

perspectivas; la primera, desde el consumo de sustancias psicoactivas; y la segunda, desde los 

daños colaterales por las fumigaciones de cultivos ilegales por parte del Estado, esta última aunada 

a la afectación de los derechos ambientales y la preservación de los recursos, fenómenos que se 

manifiestan por los altos índices de deforestación en diferentes zonas del país. 

Sobre el ámbito de consumo de sustancias psicoactivas, se puede promulgar la afectación 

al derecho a la vida; como el Estado debe garantizar los escenarios para minimizar los riesgos ante 

un parámetro que esta fuera del ciclo sistémico de las drogas ilícitas, pero que en el periodo 

evaluado demostró aumento en los índices de consumo tanto de marihuana como de cocaína y 

afecta directamente la vida de las personas, se toma como muestra de comparación los años 1996 

y 2008, en donde la variación indica un aumento en el consumo de las sustancias, generando una 

problemática de salud pública y desarrollando mayores índices de vulnerabilidad de la población.  

En la tabla No 1 se demuestra la comparación del consumo de marihuana en la población 

general entre 1996 y 2008, en este último periodo se ve un aumento considerable. Por ejemplo, en 

la variable de consumo en el último año, en 1996 había porcentajes del 1.1, 0.8 y 1.4; mientras en 

2008 los porcentajes pasaron a 2.3, 1.9 y 2,6. En la tabla No 2 se demuestra la comparación del 

consumo de cocaína en la población general entre 1996 y 2008, se observa la misma tendencia de 

crecimiento. En la variable de consumo en el último año, se pasó en 1996 de un 0,5% a un 0,9% 

en 2008  (Scopetta, 2010). 

 



Tabla No. 1 Comparación del consumo de marihuana entre 1996 y 2008

 

Nota: Elaborado por Orlando Scopetta. (2010) 

 

Tabla No. 2 Comparación del consumo de cocaína entre 1996 y 2008 

 

Nota: Elaborado por Orlando Scopetta. (2010) 

 

Adicionalmente, hay que tener en cuenta que la delincuencia tiene especial relación con el 

consumo de sustancias psicoactivas debido a los daños mentales y físicos que causan y el bajo 

nivel adquisitivo de los consumidores. Para el año 2009, los delitos que iban de la mano con el 

consumo de estas sustancias eran: hurto, homicidio, lesiones personales, violencia intrafamiliar, 

abuso sexual, entre otros. 

El siguiente ámbito está relacionado a los derechos ambientales, los cuales se vieron 

afectados por dos circunstancias; la primera, relacionada con la alta deforestación causada por los 

cultivos ilícitos, acompañada de la contaminación de fuentes hídricas a causa de la activación y 

proceso de elaboración de las pasta base de coca y el clorhidrato de cocaína; en segunda instancia, 

las fumigaciones, para la erradicación de cultivos ilícitos, eran llevadas a cabo con glifosato el cual 

tiene consecuencias graves para la salud de las personas, como la aparición del cáncer de cuatro 

tipos; hepático, riñón, páncreas y linfoma, además de efectos crónicos reproductivos, 

malformaciones en fetos y neurológicos como el Parkinson (IARC, 2015). 



Los cultivos ilícitos son un factor de degradación forestal importante que abre las puertas 

a otras actividades que terminan de transformar el ecosistema, estos cultivos son una de las 

principales causas de la deforestación en Colombia (García, 2012). El procesamiento ilícito de 

drogas en Colombia ha causado daños ecológicos por el manejo inadecuado de los insumos 

químicos decomisados en los laboratorios clandestinos, especialmente en los procedimientos de 

su destrucción, desde el vertimiento en suelo hasta la quema a cielo abierto de los insumos líquidos 

y solventes, con consecuencias irreversibles del ecosistema (Torres, 2016). Entre los años 2002 al 

2010 las regiones con mayores índices de deforestación fueron los Andes y la Amazonía, con un 

41% de pérdida de bosque natural; comprendiendo los departamentos de Caquetá, Putumayo, 

Amazonas, Meta, Guainía, Guaviare y Vaupés (Murcia, Huertas, Rodríguez & Castellanos 2010). 

En el comparativo de territorios de concentración de hectáreas sembradas de hoja de coca 

y la deforestación de bosque natural, en el periodo analizado se evidencia la disminución de 

hectáreas deforestadas incluyendo la causa directa de cultivos ilícitos, la cual se redujo 

significativamente pasando de 315.602 ha/ año a 281.947 ha/año (IDEAM, 2016). Bajo las 

anteriores consideraciones sé interpreta que las políticas ambientales y la neutralización del 

fenómeno del narcotráfico bajo la política de seguridad democrática resultó eficiente y efectiva en 

cuanto al control de la deforestación y disminución de cultivo ilícitos, pero tuvo una injerencia 

negativa en la implementación de la modalidad de erradicación aérea en la búsqueda de afectar las 

drogas ilícitas.  

En la gráfica No. 1 en donde se relaciona el comportamiento de los cultivos ilícitos, se 

puede evidenciar que a partir del primer año de la implementación de la Política de Seguridad 

Democrática los índices de áreas de cultivos de coca permanecieron con tendencia a la baja, 

logrando sostener el comportamiento nacional por debajo de las 100.000 Ha cultivadas, y dejando 

al final del gobierno una disminución del 59% del área entregada por el gobierno anterior. Ahora 

bien, cual es la interpretación en la injerencia positiva a las garantías de los Derechos Humanos, 

bajo esta óptica en números, inicialmente se desestimula la participación en actividades ilegales 

asociadas al CSDI, segundo se emiten programas para la sustitución de cultivos de uso ilícito, 

programas para la prevención del consumo y salud pública, y la puesta en marcha de la solución 

del fenómeno de producción y comercialización de narcóticos, por ende hay una generación de 



garantías de los derechos fundamentales, civiles, sociales, culturales y económicos, recuperando 

el tejido social y creando desarrollo de país ante las actividades criminales del narcotráfico.  

 

Grafica No. 1 Cultivos de coca entre 2002 y 2010 

 

Nota: Elaborado propia con datos de UNODC – SIMCI (2012) 

 

En la Grafica No. 2 se observa el comportamiento de las actividades de erradicación de los 

cultivos ilícitos, en concordancia con las amenazas trazadas en los objetivos de la Política de 

Seguridad Democrática. Una estrategia superlativa con efectos positivos para el control de la 

propagación de los cultivos ilegales fue la aspersión aérea, los indicadores muestran que el alcance 

se encuentra inclusive por encima de las zonas de cultivo de coca, permitiendo una reducción 

sistemática de las cosechas y afectando la economía criminal; no obstante, esta implementación 

generó detractores por las consecuencias a las plantaciones legales y afectación a la salud de las 

personas en las áreas adyacentes a los cultivos, lo que a la postre determinó la supresión de esta 

modalidad de erradicación.   

La otra modalidad de erradicación se establece en la forma manual, en donde miembros de 

la Fuerza Pública y particulares desarrollaron equipos de destrucción de la “mata de coca”, lo que 

permitió alcanzar su punto de mayor preponderancia en el año 2007 con casi 99.000 Ha de cultivos 

ilícitos, demostrando la capacidad y efectividad de la modalidad; sin embargo, en la lucha frontal 

y como en toda guerra, las victimas pasan por la afectación al derecho a la vida, puesto que los 



grupos narcoterroristas para la protección de sus cultivos desarrollaban barreras físicas con minas 

antipersonas, en donde se victimizaron menores de edad, campesinos e indígenas de las áreas 

adyacentes a los cultivos ilícitos (UACT, 2016). 

 

Grafica No. 2 Erradicación de cultivos ilícitos 2002 y 2010 

 

       
Nota: Elaborado propia con datos de PONAL DIRAN (2012) para erradicación aérea  

y UACT (2016) para erradicación manual 

 

 

Los esfuerzos de la Política de Seguridad Democrática centrados en la consolidación del 

control territorial y la desarticulación de las finanzas de las organizaciones de narcotráfico, 

permitió la recuperación de las áreas más afectadas por los cultivos ilícitos, las cuales eran, el 

andén pacífico, los departamentos de Nariño, Putumayo, Caquetá, Guaviare, zonas al sur del Meta, 

el centro sur de Vichada y otras zonas más dispersas como lo era el Cauca, Guainía, Vaupés, sur 

del Valle del Cauca, sur de Bolívar, nororiente de Norte de Santander, alcanzando en 2006 como 

se muestra en la Grafica No 2, una considerable reducción de cultivos de hoja de coca en la mayoría 

de departamentos colombianos con alta concentración de estos. (Observatorio de DD. HH y DIH, 

2008). 

Otro factor relevante dentro de la aplicación de la política de seguridad democrática en la 

lucha contra las drogas ilícitas, se fundamenta en las labores de afectación a la economía criminal, 



materializada en las actividades de interdicción, es decir la incautación de cargamentos de cocaína, 

así como desmantelamiento y destrucción de laboratorios, la cual fue en aumento dinámico como 

se demuestra en la gráfica No. 3, logrando al término del periodo incautaciones de 1.264.297 

toneladas de cocaína, generando agotamiento a las finanzas de las organizaciones narcotraficantes, 

sumado al éxito del control de cultivos ilícitos y la recuperación del territorio (ODC, 2012). 

La estrategia implementada durante el gobierno Uribe se basó en la premisa, en donde la 

seguridad es una condición para el bienestar y la calidad de vida de la población (Presidencia de 

la República, 2003). La recuperación del control estatal del territorio, evidenciada por el aumento 

del pie de fuerza de la Policía Nacional y las Fuerzas Militares, permitió controlar y neutralizar el 

negocio de las drogas ilícitas (Observatorio de DD. HH y DIH, 2008). La confianza de la población 

como consecuencia de la presencia del Estado, generó oportunidades, mejoraron indicadores 

básicos como la educación, el alcance a la población en esta materia aumentó, durante esta 

administración la tasa de cobertura bruta de educación superior presentó un aumento importante, 

pasando de 24,5% en 2002 a 37% en 2010 (Garzón, 2011).  

 

En un contexto completo, derechos estos que se tipifican en la declaración universal de los 

Derechos Humanos y que las condiciones del conflicto interno y flagelos como el narcotráfico 

vulneraban permanentemente.   

Grafica No. 3 Incautaciones de cocaína 2002 y 2010 

 

 

Nota: Elaborado propia con datos de O.D.C (2012) 



Ahora bien, la política de seguridad democrática tuvo igualmente aspectos negativos que 

conllevaron a la materialización de violaciones de los Derechos Humanos por parte del Estado. 

Está claro que todas las actuaciones estatales y militares tuvieron un gran impacto en la población 

colombiana, sobre todo en la población rural la cual vivió más de cerca el conflicto armado, el 

narcotráfico y el abandono del Estado. 

Si bien el enfoque principal de este artículo es sobre la afectación del narcotráfico en el 

ámbito social y su injerencia en los Derechos Humano durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, 

es importante vincular la participación de los grupos al margen de la ley, Farc, Eln y Autodefensas 

con su principal fuente de financiación que era el narcotráfico; razón está que no excluye la 

responsabilidad del Estado a través de algunos miembros de la Fuerza Pública que cometieron 

errores en virtud al servicio y en la búsqueda de la neutralización de las amenazas que afectaban a 

la nación.   

A partir de la puesta en marcha de la Política de Seguridad Democrática se registró un incremento 

de las violaciones al derecho a la vida directamente atribuibles a la responsabilidad de las fuerzas 

de seguridad del Estado, pues si se comparan los cinco primeros años transcurridos bajo el  gobierno 

del presidente Uribe, lapso que coincide con la aplicación de la política denominada como 

seguridad democrática con relación a los cinco años anteriores a su posesión, se constata un 

incremento del 67% a los casos registrados de ejecuciones extrajudiciales atribuibles directamente 

a la Fuerza Pública” (Corrales, 2016, p. 12). 

 

Estas condiciones podrían interpretarse como resultado a la presión que se ejercía por parte 

de los mandos militares y policiales con el propósito de dar cumplimiento a las metas y objetivos 

establecidos por el gobierno en la lucha contra el narcoterrorismo. Los departamentos más 

afectados por estos hechos fueron: Meta, Cauca, Caquetá, Antioquia, Urabá y Cundinamarca, el 

cual tiene uno de los escándalos más populares como lo es el “Caso de Soacha”) donde fueron 

asesinados diez jóvenes que fueron reportados como muertos en combate (FEDES, 2008). 

 

En el análisis sobre las garantías de los Derechos Humanos durante la implementación de 

la Política de Defensa y Seguridad Democrática, se toman adicional a los aspectos desarrollados 

en virtud de la influencia del narcotráfico, cuatro derechos fundamentales, en los que la medición 

puede dar una interpretación aproximada sobre el comportamiento y los resultados de esta política. 



Para el análisis se toman, el derecho a la vida, la libertad, la dignidad humana y el derecho a la 

libertad de movimiento, todos estos comparados en cuanto a la afectación de los Derechos 

Humanos.  

 

Con relación al Derecho a la vida, la vulneración en Colombia presenta altos índices, 

reflejados en la tasa de homicidios que se registran anualmente, acuerdo al control que lleva la 

Policía Nacional; estas tasas reflejan el padecimiento del país con la confrontación armada entre 

Fuerza Pública y grupos armados ilegales y la delincuencia común. El periodo de la caracterización 

de la política de seguridad democrática se evidencia una disminución en el número de homicidios, 

registrando los niveles más bajos desde 1990, debido por una parte al aumento de la capacidad 

ofensiva de la Fuerza Pública, que impactó positivamente en el accionar de las Farc y el Eln, e 

igualmente a la desmovilización de los grupos de autodefensas, acción que repercutió directamente 

en áreas de concentración de actividades del CSDI como Antioquia, Nariño, Norte de Santander y 

Valle del Cauca (Observatorio de DD. HH y DIH, 2008). 

 

Las acciones del narcotráfico y su influencia con los grupos al margen de la ley, fueran las 

Farc, el Eln o las Autodefensas, generaban una constante afectación a la población civil, traducida 

entre otros vejámenes, a los secuestros selectivos, afectando el derecho de la libertad, con ellos 

pretendían obtener un beneficio económico, financiero, político o causar temor y daños en el tejido 

social (Presidencia de la Republica, 2007). 

 

En la Gráfica No. 5 se observa que a partir del año 2002 el número de secuestros en 

Colombia descendió considerablemente incluso con las cifras del Centro de Memoria Histórica en 

donde entre el año 2002 y 2010 hubo un porcentaje de decrecimiento en la tasa de secuestros del 

38%, pasando de 3306 casos registrados al inicio del periodo, a 1262 casos en la finalización de la 

administración Uribe. Si bien la cifra final en un ámbito de normalidad no deja de ser preocupante, 

el descenso en la gestión de gobierno de 38%  se debe a las estrategias adelantadas en la política 

de seguridad democrática para recuperar el control y la presencia del Estado en la totalidad del 

territorio colombiano, haciendo perder capacidad de llevar a cabo retenes ilegales y mantener a los 

secuestrados por parte de los grupos subversivos, en constante necesidad de mantener sus fuentes 

de financiación ligadas al negocio de las drogas ilícitas.  



Grafica No. 5 Secuestros en Colombia 2002 y 2010 

 

 

Nota: Elaborado propia con datos del Centro de Memoria Histórica (2016) 

 

Haciendo relación al derecho a no ser desterrado arbitrariamente y a la libertad de 

movimiento, se reflejó en el desplazamiento forzado que sufrió gran parte de la población rural en 

Colombia, y en este proceso desafortunado, el narcotráfico fue actor dinamizador y permanente 

desde el periodo de gobierno del expresidente Andrés Pastrana Arango. 

Los hechos que provocaron el desplazamiento fueron principalmente las aspersiones aéreas de 

cultivos de uso ilícito en el marco de operativos militares, el reclutamiento forzado, la instalación 

de minas, la presencia de grupos paramilitares en 17 departamentos del país, los intensos combates 

entre el Ejército y la guerrilla de las Farc que incluyen bombardeos y uso de armas de efectos 

indiscriminado, así como los enfrentamientos entre las Farc y el Eln en algunas regiones del país. 

(CODHES 2008, p.3) 

 

Según datos del Sistema de información de Población Desplazada (Sipod) de la Agencia 

Presidencial para la Acción Social y Cooperación Internacional, entre 1998 y 2007 se presentó un 

aumento en las cifras de personas que fueron víctimas de desplazamiento forzado en el país, al 

pasar de 44.547 personas en 1998 a 305.966 en 2007, y en los 8 años de implementación de la 

política de seguridad democrática se presentó una fluctuación, evidenciándose el esfuerzo más 

representativo entre el año 2002 a 2003 en donde se logró una disminución de desplazamientos de 

aproximadamente el 45%, posteriormente hay un recrudecimiento y aumento sistemático, para el 



año 2010 la cifra corresponde a 280.041 personas desplazadas, lo que permite solo en cifras 

determinar que entre el inicio de la implementación de la política y el termino de la administración 

se logró reducir el desplazamiento forzado en un 32% como me muestra en la Gráfica No 6. 

(CODHES, 2012).  

 

El ministerio de Defensa Nacional en un informe sobre el fenómeno de desplazamiento 

forzado, defiende que hubo un avance importante en la protección de la población desplazada. 

Entre el 2002 y 2009, el número de desplazados expulsados se redujo en un 74% pasando de 

436.000 en 2002 a 111.414 en 2009; sin embargo, acción social determina que para el año 2009 la 

cifra de desplazamiento corresponde a 354.823 personas (Munévar, 2010).  

 

La afectación a los derechos de propiedad, trabajo, libertad generadas por el 

desplazamiento forzado y como consecuencia del negocio del narcotráfico, no permite con claridad 

determinar el alcance del objetivo de protección entorno a la política de seguridad democrática. 

Existen varios registros que no consolidan las cifras exactas del comportamiento o la efectividad 

de esta política, lo que realmente representa es que en este ámbito el gobierno Uribe no logro 

consolidar el objetivo y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados para el 

año 2008 determino que Colombia mantenía el segundo lugar a nivel mundial en el número de 

desplazados internos (CODHES, 2008). 

 

Los Departamentos más afectados por el desplazamiento forzado son Antioquia, Bolívar, 

Magdalena, Cesar, Caquetá, Putumayo, Nariño, Tolima, Meta y Valle del Cauca, y efectuando un 

cruce de la información de las áreas de mayor afectación de cultivos ilícitos son en un 95% las 

mismas, en donde el restante obedece a Norte de Santander en donde los efectos del Eln y el 

narcotráfico también generarían desplazamiento años después Observatorio de Derechos Humanos 

y DIH (2008). 

 

Muchas de las organizaciones al servicio del narcotráfico que desarrollaron acciones de 

coordinación con los grupos al margen de la ley para el control territorial y el incentivo a la 

población para aumentar los cultivos ilícitos, fueron los factores generadores del desplazamiento 



en aquellas zonas donde la presencia del Estado era insipiente y se manifestaban actividades de 

cogobierno o se evidenciaban altos índices de corrupción. 

 

Grafica No. 6 Desplazamiento Forzado en Colombia 2002 y 2010 

 

 
 

Nota: Elaborado propia con datos del CODHES (2012) 

 

 

VI. Marco Legal 

La lucha contra el narcotráfico y el terrorismo en Colombia se fue dando progresivamente, 

a medida en que los efectos de estas actividades ilícitas se iban expandiendo a lo largo del 

territorio. Los intentos fallidos del estado por contrarrestar el desarrollo de la fabricación, 

distribución y venta de estupefacientes, fue objeto de gran resistencia por los carteles que se habían 

tomado el mercado de las drogas en el país, al punto de poner en riesgo pilares centrales del Estado 

de Derecho como la convivencia y la seguridad ciudadana, traducido en el desprecio de los 

Derechos Humanos, a través de magnicidios, masacres, secuestros, desplazamiento, atentados a 

los bienes de interés nacional, y la afectación al medio ambiente. 

En este marco es importante determinar el concepto que contextualiza los Derechos 

Humanos y una de las definiciones más completas es la emitida por Amnistía Internacional ante 

la interpretación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 



Los derechos humanos establecen las condiciones indispensables para garantizar la dignidad 

humana y hacer posible que las personas vivan en un entorno de libertad, justicia y paz. Hablan 

del principio de igualdad, del derecho a la vida y a no sufrir torturas, del asilo, de la libertad de 

expresión y de conciencia, pero también de la educación, la vivienda y del acceso a la salud y a la 

cultura. 

En torno al anterior concepto, las acciones que acompañan al flagelo del narcotráfico y en 

si al ciclo sistémico de las drogas ilícitas, obligan a enunciar la legislación interna y a efectuar una 

interpretación de la precisión y contundencia de las normas para garantizar realmente la 

neutralización de las acciones conexas que generan degradación y que incurren en la afectación 

de varios sectores de la sociedad.  

El marco normativo colombiano actual en materia de drogas tiene cuatro pilares fundamentales: la 

prohibición del consumo; la lucha contra el narcotráfico como crimen organizado mediante el uso 

del derecho penal; herramientas administrativas de carácter represivo, como la erradicación de 

cultivos; la prevención y educación (Uprimny, 2016, p.41). 

En 1986 se establece la ley 30 conocida como el Estatuto Nacional de Estupefacientes 

(Congreso de la República, 1986), fue hasta 1989 cuando inicia en Colombia formalmente la 

guerra contra el narcotráfico con la adopción de medidas estatales para erradicar con la 

criminalidad a gran escala, dentro de las que se encuentran; el decreto 1030 de 1984, por medio 

del cual se declaró turbado el orden público y en estado de sitio el territorio nacional, cuyas causas 

se suscriben a la acción de grupos armados y organizaciones relacionadas con el narcotráfico; el 

decreto 1860 de 1989, por el cual se dictan medidas tendientes al restablecimiento del orden 

público y se concedió la extradición de nacionales colombianos o extranjeros por los delitos de 

Narcotráfico y conexos; el decreto 1856 de 1989, por el cual se reguló el decomiso y ocupación 

que de los títulos valores, bienes muebles e inmuebles y cualquier otro beneficio económico, 

provenientes de o vinculados a la actividad de tráfico ilegal de estupefacientes.  

Durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez y la política de seguridad democrática 

enmarcadas en las líneas de acción sobre la protección de los ciudadanos y la infraestructura de la 

nación, sumado a la consolidación de control del territorio nacional, la eliminación del negocio de 

las drogas ilícitas y la desarticulación de las finanzas de las organizaciones de narcotráfico, se 

establece la normatividad planteada y ejecutada para el logro de los objetivos. 



Estas son la continuidad y fortalecimiento de  la Ley 365 de 1997, a través de la cual se 

reforman disposiciones del Código Penal, y se consagra el delito de lavado de activos como un 

tipo autónomo e independiente; el decreto 1975 de 2002, a través del cual e regulan la acción y el 

trámite de la extinción del dominio, y se modifica la ley 333 de 1996;  la resolución 1054 de 2003, 

por medio de la cual se modifica el plan ambiental y se toman otras determinaciones acerca de la 

erradicación de cultivos ilícitos (Ministerio de Justicia, 2003). 

Finalmente, en este periodo entra en vigencia la ley 1311 de 2009 por medio de la cual se 

adicionan los artículos 377A y 377B a la Ley 599 de 2000 Código Penal, se crea el tipo penal de 

uso, construcción, comercialización, tenencia y transporte de semisumergibles o sumergibles 

asociada principalmente al transporte de estupefacientes en alta mar, con lo cual se permite 

neutralizar las finanzas del negocio de las drogas ilícitas y atacar frontalmente las actividades que 

pueden llegar a afectar a la población inmersa en esta tipo punible (Presidencia de la República, 

2010). 

Se evidencia que no pocos fueron los esfuerzos legales y normativos, que desde la 

institucionalidad se implementaron para dar efectiva solución a la problemática que hace muchas 

décadas se viene presentando en Colombia. De esta manera, fue reformada la política criminal del 

país de manera constante, pasando de un estadio de ausencia o carencia legislativa, a un período 

de fortalecimiento normativo de la política antidrogas. 

No se puede deducir a esta instancia que no hayan tenido frutos los esfuerzos empleados 

en esta lucha, sin embargo, el narcotráfico y el narcoterrorismo detentaban tanta fuerza político-

social, que en ocasiones las pequeñas batallas ganadas por el estado eran casi que imperceptibles. 

 

VII. Resultados 

Al realizar un análisis general del narcotráfico en Colombia, se pudo determinar que el 

mayor control político a esta actividad ilícita se ha logrado bajo el mandato de Álvaro Uribe Vélez; 

esto se logra a través de la implementación de la política de seguridad democrática, en la que el 

control no sólo se ejerce a través de la vía militar, sino que integra la aplicación de herramientas 

que permitan generar mayores garantías para la protección de los Derechos Humanos; de la misma 



manera, se reconoce como necesaria la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo, a partir de un 

sistema que ataca sus causas y sus efectos. 

En la injerencia de la política sobre el impacto social generado por el flagelo del 

narcotráfico, hubo periodos relevantes en la búsqueda de propender los derechos fundamentales 

de los colombianos. Entre los años 2002 y 2003 la reducción de desplazamiento forzado por efecto 

del conflicto interno en estrecha relación con el narcotráfico presento una reducción del 45%, 

posteriormente el comportamiento fue irregular, y no se logró garantizar la protección a la 

población, para el final de la administración se obtuvo una reducción del 32% al momento de la 

implementación de la política de seguridad democrática. 

Los datos sobre el desplazamiento bajo la perspectiva de gobierno y las agencias de control 

del fenómeno, no son concordantes. Es concluyente el informe del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidos para los Refugiados donde evidencia que Colombia mantiene el segundo lugar 

en desplazamiento interno, lo cual fue uno de los rasgos más dramáticos de conflicto interno y del 

narcotráfico. El desplazamiento forzado durante el gobierno Uribe disminuyo su intensidad, pero 

continuó, y no alcanzó a garantizar la protección a la población, la seguridad ciudadana y el 

contundente alcance del objetivo de la cohesión social.  

El control territorial y la recuperación de la percepción de seguridad mediante la presencia 

del Estado y el aumento del pie de fuerza en el territorio nacional, aumentó la confianza de la 

población, lo que conllevó a la generación de entornos que mejoraron indicadores de la educación, 

logrando una mayor cobertura a nivel nacional reflejados en 13 puntos porcentuales entre el año 

2002 y el año 2010, así como el aumento de la oferta educativa pasando del 75.7% al 90.8% y 

obteniendo un mejoramiento de la infraestructura escolar.  

En el ámbito de la garantía al derecho a la libertad y libre movilización por el territorio 

nacional, factor que se vio materializado por efecto de los secuestros selectivos por parte de los 

grupos al margen de la ley connaturales con el narcotráfico. Se logró una significativa disminución 

del 38% pasando de 3306 personas secuestradas en el año 2002 a un mantenimiento en los dos 

últimos años de 1262 personas secuestradas, evidenciando un esfuerzo significativo por los actores 

estatales del mantenimiento de las garantías de los Derechos Humanos.  



Así las cosas, se propende por la lucha contra el ciclo sistémico de las drogas ilícitas, a 

través de la erradicación de cultivos ilícitos por medio de la aspersión aérea, la erradicación manual 

y la sustitución voluntaria, en donde se logra disminuir este eslabón de la economía criminal de 

104.000Ha en el año 2002 a 61.000Ha en el año 2010 de cultivos de hoja de coca para una 

reducción general en el periodo del 42%. Se implementan como medidas represivas las 

incautaciones de narcóticos, logrando una cifra de 1.264.297 toneladas de cocaína, que, si bien no 

neutraliza totalmente el flagelo y la afectación social completa, si genera un impacto significativo 

en la economía ilegal de las drogas ilícitas; en el mismo sentido, se establece un sistema penal y 

una política contra las drogas más rigurosa, en la que se sanciona con mayor severidad los actos 

relacionados con el desarrollo de una actividad ilícita, así como la transgresión de los Derechos 

Humanos. 

Durante esta administración se logró una reducción en la producción de los cultivos de 

coca, que en este período eran los que tenían una mayor extensión, así mismo, los de heroína, 

marihuana y sustancias derivadas que se llevaban a cabo en las regiones de Meta, Guaviare, Andén 

Pacífico, la Región Central, Putumayo, Caquetá, Orinoquía, Amazonía, y de la Sierra Nevada de 

Santa Marta.  

Finalmente, debe resaltar el hecho de que las medidas no hayan sido sólo tomadas en la 

búsqueda de combatir el delito y la criminalidad a través de normas que regularan la materia en 

específico y que plantearan medidas ambientales para la extinción de los cultivos, sino de brindar 

protección especial y certera a los individuos que conforman la colectividad social. 

 

VIII. Conclusiones 

Ante la problemática social que ha representado el narcotráfico en Colombia, no han sido 

pocos ni vanos los esfuerzos que se han realizado desde las distintas instituciones de poder, para 

conseguir contrarrestar sus efectos. 

A pesar de las represalias que se han tomado por parte de estos grupos terroristas, con la 

finalidad de que el Estado les asegure la garantía de la materialización de sus intereses, en 

detrimento de los bienes fundamentales de los ciudadanos, transgredidos por la indiferencia del 

reconocimiento de los Derechos Humanos, el gobierno ha respondido endureciendo sus políticas 



para atacar el problema, implementando políticas públicas efectivas, integradas estas en las 

campañas ambientales de fumigación de cultivos, la tipificación del delito lavado de activos, la 

regulación de la extinción de dominio cuya procedencia se predique de actividad ilícita y la 

implementación de la Política de Seguridad Democrática. 

En el anterior escenario, se debe tener en cuenta los efectos negativos que el narcotráfico 

y el narcoterrorismo han tenido respecto de la población civil y el territorio en sí mismo, 

especialmente en las regiones como el Cauca, Caquetá, Guaviare, Meta, Nariño, Putumayo, en 

donde no sólo se ha llevado a cabo la producción de sustancias ilícitas, su transporte y 

comercialización, sino en donde además se ha registrado numerosas vulneraciones de Derechos 

Humanos, entre las que se destacan atentados contra la vida y la integridad personal, al igual que 

atentados contra la libertad y la propiedad privada, traducidos en asesinatos, secuestros y 

desplazamientos forzados. 

A través de la implementación de novedades legislativas y reforma de las que precedían la 

administración de Uribe, en materia específica de lavado de activos y de erradicación de cultivos, 

se logró limitar el accionar de los grupos terroristas y narcotraficantes, valiéndose de la acción 

militar, sin dejar de lado una acción conciliadora, logrando no solo que los terrenos que habían 

sido enajenados por estos grupos, fueran regresados a sus dueños, sino también la reducción de la 

criminalidad en términos generales. 

Aunque no se pudo acabar totalmente con esta problemática social, si se permitió el 

mejoramiento de las condiciones para los derechos y libertades de los colombianos, que se 

traducen en tranquilidad, lo que representa confianza ante la comunidad internacional y la 

recuperación porcentualmente alta de la credibilidad de la nación hacia el gobierno y la 

representación de garante para la protección de los Derechos Humanos.  

Esto se ve representado en la reducción de cultivos de coca, marihuana, heroína, entre otros, 

y en ese sentido, en la reducción de la exportación de sustancias ilícitas que por mucho tiempo en 

Colombia figuró como una gran fuente de ingresos y trabajo. Lo anterior se puede constatar de los 

estudios traídos a colación a lo largo del artículo y en el cual se sustentan en los análisis de los 

resultados. 
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